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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
;90 Saia Segunda. Sentencia 187/1990, de 26 de noviembre.

Recurso de amparo 1.070/1988. Contra providencia del
Juzgado de Distrito número 3 de Sevilla, cortfirmada en
reposición y apelación y recaída en autos sobre desahucio.
Supuesta vulneración del arto 24.1 C.E. por denegadón de
la prosecución del procedimiento en supuestos distintos a
los expreiamente contemplados en el arto 147.1 LoA.U.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, cómpuesta por don
"rancisco Rubio Uorente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil,. don
·jiguel Rodriguez·Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
e los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bereijo y don José GabaJdón
.ópez, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

\ siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.070/88. interpuesto por el Abogado
el Estado, y en representación del Instituto Nacional de Empleo.· contra
l providencia del Juz~do de Distrito núm. 3 de sevilla de 7 de
iCJembre de 1987, confirmada en reposición y apelación recaída en
lItos sobre desahucio. Ha sido pane el Ministerio fiscal. Fue Ponente
Magistrado don José Luis de los Mozos y de los Mozos, quien expresa
parecer de la Sala. .. "

I. Antecedenies

l. El 9 de junio de 1988 tuvo entrada en el tribunal Constitucional
n escrito del Abogado del Estado ante el mismo, quien, en nombre y
'presentación del Instituto Nacional de Empleo (INEM), interpone
~curso de amparo frente a la providencia del Juzgado de Distrito
.J.m. 3 de Sevilla de 7 de diciembre de 1987, confirmada en reposición
apelación, recaída en autos sobre desahucio. Se invoca la infracción

,1 arto 24.1 C.E.
La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:
a) - El INEM de Sevilla fue demandado por el propietario del1ocal,

le ocupaba por impa$o de rentas. El INEM consignó las cantidades
llicitadas antes del jUicio, haciendo constar expresamente que eIlo no
¡ponía «aceptar la competencia del Juzgado y la adecuación del
'ocedimiento, solicitando, además, el mantenimiento de la convocato­
a a juicio, la celebración del mismo y su prosecución hasta el final».

En el juicio, desarrol1ado el-4 de diciembre de 1987, 1a pane aetora
declaró que desistia del procedimiento, mientras que el ente demandado
insistió en su pedimento de prosecución deljuicio al objeto de oponeBe
al incremento de la renta, que consideraba irregular.

b) El Juzgado dietó providencia de 7 de diCiembre de 1987 dando
por desistido .al actor y acordando.el archivo de las ,actuaciones,
considerando que si bIen cabía en el procedimiento sumario de
desahucio· discutir la elevación de la renta,. ello no era posible como
causa independiente.

e) Interpuesto recurso de reposición fue desestimado por Auto de
29 de enero de 1988 del citado Juzgado de Distrito. Formulado recurso
de apelación, fue también desestimado por Auto del Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Sevilla de 14 de abril de 1988.

3. Señala el demandante de amparo que la cueStión planteada es la
'de interpretación conforme al arto 24.1 C.E. del ano 147.1 de la Ley de
Arrendamientos Urbanos (L.A.U.). En el juicio a qua, se ha producido
una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva debido a una
indebida admisión del desistimiento del actor. Tras una detenida
interpretación del citado arto 147.1 L.A.U., sostiene el demandante de
amparo que el enervamiento de la acción de desahucio por pago o
consignación no determina, sin más, la -, finalización anormal (sin
Sentencia) del proceso de desahucio; así, en la hipótesis especial del
segundo inciso del párrafo segundo sepodria seguir discutiendo la
«impugnación de la legitimidad» de «diferencias o participaciones» en
cuya falta de abono pretende fundarse la demanda de desahucio.

Discute la entidad recurrente que la supresión de las tasas haya
supuesto la inexistencia de costas, pues existe en el supuesto de autos la
inexcusable participación de Abogado, remitiéndose a los efectos de los
honorarios de los Abogados del Estado, en el caso de condena en costas,
a la Real Orden de 25 de abril de 1893 yal arto 55 j) del Decreto de 27
de julio de ¡ 943. .

Afirma el Abogado del Estado que, al consignar las rentas reclamadas
para enervar la acción, se señaló que ello no suponía aceptar la
competencia del Juzgado ni la adecuación- del procedimiento, solici·
tando. expresamente la prosecución del juicio hasta el finaI.En.;su
opinión, esta última reserva suponia que si el caso era encuadrable en
la hipótesis del primer inciso del párrafo segundo del ano 247.1 L.A.U..
el Abogado expresamente solicitaba Ja prosecución del juicio por las
costas, Y que SI el caso era encuadrable en el segundo inciso de id~ntico
párrafo, el Abogado del Estado podía impugnar)a legitimidad de ciertas
diferencias por incrementos improcedentes.

Pero, además, en su opinión, la interpretación del arto 147.1 L.AV.,
más acorde con, el arto 24.1 C.E., es·entender que la consignación no
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puede impedir plantear 'cuestiones de orden público como las pretendi­
das por ef INEM. cuales eran la incompetencia del órgano judicial o la
inadecuación del procedimiento; aun si se· siguiera el jUicio por las
costas. el luezhabria de ser competente -para ello.' En suma. si se

. plantean -cuestiones de orden público previas al fondo, es forzoso
entender que la solución ha de ser la misma que la contemplada en
el arto 147.1. párrafo s~undo, inciso segundo L.A.U.: celebración del
juicio donde podrían discutirse tales cuestiones y presentar pruebas
sobre las mismas sin restricción alguna. Por tanto. la consignación no
sólo dejaba abierta la posibilidad de proseguir el juicio por las costas,
sino también por las citadas cuestiones previas.

Sostiene. además, el' Abogado del Estado que )0 Que pretendió el
INEM al cosignar las cantidades reclamadas por el demandante es que
se abonasen sólo las cantidades sobre las que ,había acuerdo y no sobre
los aumentos en litigio. Sin embarso, tras la entrega de las cantidades
consignadas. la providencia impugnada tiene por desistido al, deman­
dante y ordena archivar las actuaciones sin más trámite, pese a _que,el '
Tribunal Supremo ha admitido que en el procedimiento sumario de
desahucio es posible discutir la elevación de rentas. '

Sobre la baSe de -las anteriores premisas.,'eJ actor -entiende 'que, el
incorrecto aceptamiento del desistimiento, habiéndose opuesto al
mismo el demandado, supuso una violación de su derecho al contenido
normal de la tutela judicial efectiva, que es la obtención de una
resolución de fondo fundada en Derecho donde .sedé respuesta a las
cuestiones válidamente planteadas por las, panes. Para el recurrente,
desde una perspectiva constitucional, el desistimiento en la 'primera
instancia de los procedimientos civiles no puede considerarse como una
manifestación de voluntad de efectos unilaterales, puesto que desde el
momento en que ha comparecido el demandado hade tenerse en cuenta
su derecho fundamental a obtener una resolución, normalmente sobre el
fondo. Ello impide que el Juez acepte de plano el desistimiento sin oír
a la otra parte, así como que si ésta se opone, no puede aceptarlo en
modo alguno, salvo 9ue la oposición sea abusiva, o de mala fe o no
repose en un interés dIgno de tutela juridica. lo que _deberá ser razonado.
expresamente. En cambio, la decisión que se impugna supone obligar al
recurrente a invenir su posición procesal y soponar la carga de iniciar
un proceso declarativo como consecuencia de una interpretación de la
regla del arto 147.1 L.A.U. Ydel.desistimiento contraria aI,an,. :24. LC.E.

Solicita que se declare la nulidad de las resoluciones.impugnadasy
se ordene la celebración de un nuevo juicio verbal, sin que proceda
aceptar el, desistimiento del demandante en contra de la voluntad del
demandado. .

4. Mediante proVidencia de 7 de noviembre de 1988, la Sección
Segunda del. Tribunal Constitucional acordó admitir'a trámite la
demanda de amparo y solicitar a los ór¡anos judiciales intervinientes en
los autos cenificación o copia adverada de las actuaciones, así como que
practicasen los emplazamientos que fueran procedentes. .

Por providencia de 6 de febrero de 1989, la referida Sección acordó
dar vista de las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal. al objeto de que romuJaran las alegaciones ,que estimasen
oponuoas.

5. Mediante escrito presentado el 7 de marzo de 1989,el Abogado
del Estado, eo representación del I.N.E.M., se ratiticóen lo expuesto en
la demanda de amparo, con las precisiones que; resumidamente, se
exponen a continuación. Se insiste· en que las resoluciones judiciales
impugnadas, han supuesto una vulneración del derecho a la tutela'
judicial efectiva debido a una interpretación del ano 147.1 L.AD.
contraria al citado derecho, sin que el precepto sea en sí mismo
inconstitucional. Entiende que el desistimiento en primera instancia del
proceso civil -puede alcanzar dimensión constitucional cuando es acep.­
tado por el órgano judicial pese a su finalidad desviada y produce
indefensión y denegación arbitraria del contenido normal del derecho a
la tutela judicial efectiva. En el caso de autos, el desistimiento ha
supuesto un efecto idéntico. al de estimación de la demanda, pero
privando al demandado de toda posibilidad de oponerse razonadamente
a ella. .

Recuerda el Abogado del Estado ladOOtrlriil"oentada en la
STC 30/1984. en la que se dijo que el Juez"de la"iléción 1Ia de ser
también el Juez de la excepción (art.SS de laUyde EnJUiciamiento
Civil), lo cual no es sólo una norma de lepl!dad ordinaria, sino una
aplicación del derecho de defensa -cuya lnobservancia incide·:en el
ámbito del derecho ti.mdamental cónsagrado en el arto 24. l C.E. Aunque
el Tribunal refiera esta tesis a los procesos ordinarios, estima la entidad
recurrente que puede y debe aplicarse a los procesos especiales o incluso
a los sumarios. cuando se trate de 'excepciones compatibles con 'Ia
especialidad o la sumariedad (no en otro caso, STC 60/1983), como
sucedía en el presente supuesto. Finaliza_ el Abogado del Estado
señalando que. en la citada STC 30/1984, el Tribunal no admite el
argumento contrario de que el recumnte hubiera podido acudir a otras
vías procesales para obtener.1& defensa de su derecho. En el caso de
autos, estima que si la tutela otorgada al INEM ha de ser efectiva, no
puede admitirse que se le someta indebidamente a la carga de demandar
a .su arrendador' en un nuevo proceso. siendo por ello inaplicable la
doctrina de la STC 60/1983.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, ,en escrito presentado
el 7 de marzo de 1989, fomiuló las siguientes alegaciones. Sostiene
primero, de confonnitlad con la STC 64/1988, que el ¡NEM, penana
jurídica de Derecho público, también goza del derecho consa¡rado a la
tutela judicial efectiva, en tanto que el ordenamiento jurídico le
reconoce capacidad para ser parte en un 'proceso. En relación con la
queja sustentada en la demanda, considera el Fiscal que toda la cuestión
gira en tomo a la interpretación del arto 147.1 L.A.U., en relación con
la enervación de la acción por consignación de las rentas antes _del juicio
y con los efectos jurídicos procesales que deban atribuirse al desisti­
miento del proceso por el actor, todo lo cual constituye una cuestión de
legalidad ordinaria en la que el Tribunal Constit¡Jcional no puede revisar •.
la decisión del Juez ordinario.

A continuación señala el Ministerio Fiscal que, pese a las atinnacio­
nes del actor, no se tia lIÍI\iW'0 de los supuestos contemplados por e1lUt1culo
147 LA.V. PIJa proseawr el juicio, puesto que el (femandodo. ni solicitó
la prosecución_ del mismo para.litigar sobre las costas oi,.según -indicó
el Juez al resolv~ la reposición, éstas se habían producido. El Abogado
del Estado solicitó en el acto de la vista la continuación del juicio
solamente para hacer constar su oposición a la demanda,. y en el escrito

, interponiendo el recurso de reposición; alegando la incompetencia del
Juzgado. y.la inadecuación del procedimiento, excepciones no mQY i:
compatibles con el interés de que el proceso de delahucio continúe.
Además, continúa eJ. Ministepo público, no sólo hubo· enervación del
juicio. j' falta de ~ción de su prosecución por las ,costas, sino que se
produjo el 4esistlmiento expreso del demandante, lo cual eHmina t~
posibl1idad de ulterior debate, incluso por las costas,puesto que es
principio recogido en la normativa procesal que quien desiste viene
obligado al pago de las costas (ans. 410 y 846, asi como el 728 LE.C.),
e, incluso, a indemnizar los perjuicios que hubiese ocasionado a quien
hubiere comparecido, " .

En opinión del Fiscal, el demand~nte da por supuesta la solución
sobre la unilateralidad o bilateralidad del desistimiento. Sin embargo, no

~ign~~n~~~s~i~~~:6~1~:~u~l~~:~~od'e:o~~,~f~:U~a~i:l'1~I~ ~.
.incurra en vulneración de derechos fundamentales, ya que se trata de
una cuestión de legalidad ordinaria en la que, debido a lo incompleto de
la .~ulación, tienen los Tribunales ordinarios un amplio margen de
inte'rpretación que no puede ser revisado por este Tribu.nal. .

Finalmente, señala el Fiscal que este Tribunal ha proclamado en
numerosas· ocasiones que_ el desistimiento es una formaprocesalmente­
admisible- de- poner, fina un procedimiento, sin que ello ocuione
indefensión a la otra parte. Se trata. de una· fa'cultad del actor que tiene
su base en el principio dispositivo, y el actor sólo puede quedar ligado
al proceso por él iniciado' cuando la demanda perturbe o lesione, sin
fundamento razonable, al 'demandado. Pero también puede ocurrir que - ¡

el interés del demandado porque continúe el' procedimiento carezca de
fundamento jurídico, como .Ia pretensión del' actor en el presente
supuesto de que se decidiera la incompetencia del Juzgado o la
inadecuación del procedimiento. Ello quiere decir que el procedimiento ' "
seguirla adelante sin que- pudiera llegarse a un pronunciamiento sobre el
fondo o con la perspectiva de una inadmisión de una demanda de la que
el· actor _yahabia desistido. Cuando en, un procedimiento sumario, de
conocimiento limitado -en el que no se permite formular reconven­
ción-, se pretenden debatir cuestiones ajenas a su limitado -contenido, ....
no está justificado dejar sin efecto una declaración de voluntad con base
en la autonomía de la voluntad y en el principio dispositivo que informa r.

nuestro sistema procesal y efectuada además una vez ya enervada la
acción por parte del demandado el día anterior al juicio. :.,::

En este sentido, señala el Fiscal, no parece que pueda hablarse de •
interés de la pane demandada en que prQsiga el juicio cuando la misma, ';
por ·un aeto libre de vohintad, ha enervado la acción del demandante o
cuando la alelación de las excepciones de incompetencia o de inadecua­
ción del procedimiento. demuestran que el demandado no acepta el

PE~·uma, concluye el :Fiscal, que se haya aceptado ,el desistimiento ~.
no supone la denegación al demandado del derecho a la tutela judicial
efectiva ni qu_ese le: hliya obstaCUlizado el acceso al proceso, sin que, por ,::',
otra parte, la iriterpretációri dé las normas procesales efeetuadapor el .. ,.
juzgador ,sea formall$13..o desproJ?Orcionada con la finalidad perseg~ida,
pues habléndoseenervad~:da aCCión por el demandado conla,conSlglta- :~.~
ción-de las 'fentas vencidas y desistido del proceso el demaDdante; es ,.'
razonable dar por concluso el. proceso de d~sahucio, remitiendo a las \;
partes, para las restantes cuestJones que pudieran SUSCltarse entre eJlss, :::'
al juicio declarativo que corresponda. Interesa la desestimación del ,~­

amparo solicitado. . ':.
7. Mediante providencia de 8 de octubre de 1990, se señaló para _~..'

deliberación y_ fallo el día 12 de noviembre siguiente. quedando ";
terminada en el día de ·la fecha.

II. Fundamentos Jurldleos

1, Considera el Instituto-Nacional de Empleo, entidad recurrente :::;
en amparo, que la aceptación por parte del Juez de Distrito núm. 3 de .; ~
Sevilla del desistimiento de qUien le demandó en juicio de desahucio ha ;::,.
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~up~~sto la 'Yulneración del ano 24.1 CE. por denepción de tutela
Judle,ta.l, cfectl-va. al vedar ,.el paso a una resolución Judicial 'sobre su
Oposlc10n a la demanda y sobre las excepciones que había objetado en
su defensa.

Funda tal planteamiento el INEM en un - entendimiento de las
normas sobre desistimiento que estima como el tinico acorde con el ano
24.1 C.E.. así como en una determinada interpretación del arto 147.1
L.A.U.. seg~n la cual resul~~a procedente l~ prosecución del juicio pese
al enervamIento de la aCClon de desahucIo efectuado por la propia
entidad demandada mediante la consignación de las rentas reclamadas.

Es ,claro. sin embargo. que la respuesta que aqui demos a la queja de
la en~ldad actara no puese basarse en una interpretación abstracta y
genénca de las normas sobre enervación de la acción del desahucio
comprendidas en el ano 147 L.A.U. y de las reglas sobre desistimiento.
sino Que ha delimitarse a constatar si. a tenor del desarrollo concreto
del juicio de desahucio del Que trae causa este proceso de amparo. los
~rg~u~os judiciales vulne~ron el derecho·del ente actor a una respuesta
Judicial sobre las-excepcIOnes y cuestiones de fondo planteadas por él.

. '2. Entrando. por tanto, en un examen deJcomportamiento procesal
de las partes en el juicio a quo, tenemos Que el 'Instituto ahora recurrente
en amparo fue d,emandado en juicio sumario de 'desahucio en octubre
de 1987. por haber dejado impagadas las rentas correspondientes a los
me~es de junio a octubre, ambos inclusive,del citado año, impago
debido. segun parece,a considerar ilegítima la subi,da de la renta
decidida por el propietario..Pues bien, el día anterior al juicio el
deIll:andado consignó la cantidad Que consideraba procedente. En el
escTlto Que se acompañaba a la consignación, el Abogado del Estado
ll~rmaba expresamente hacer la ~onsignación, al amparo de lo preve­
ntdo en e! art. 147.1 LA.U.• al objeto de enervar la acción de desahucio.
pero. aluempo, afirmaba Que ello no s.uponía «aceptar la competencia
del JUZJ3do y la adecuación, del procedimiento», y, en aparente
contradicción con la enervacióDde la acción, solicitaba «el manteni­
minto d~ la convocatoria, a juicio, 'la celebración del mismo y su
prosecución hasta el final». En el acto' del juicio la parte demandante
de~laró aceptar las rentas consignadas y desistir de su acción, Jo Que fue
obJet~c:to por· el INEM alegando que ,se, le privaba de mantener su
OpoSICión a la demanda y discutir la legitimidad del incremento de
rentas. El Juzgado de Distrito núm. 3 de Sevilla, mediante providenCia
de 7 de. diciembre de 1987, aceptó el desistimiento (al no suponer, se
decía. renuncia al orden público) y remitió a la parte demandada al
declarativo Que correspondiera para discutir la elevación de la renta, que
no podria contemplarse en el procedimiento sumario y privilegiado de
desahucio como causa independiente.

Pues bien, de acuerdo con las re¡las comprendida.s en el arto 147.1
L.~.y., tras la con~ignación efectuada poJ el, INEM, éste sólo podía
sohcltar la prosecución del proceso por las costas'(primer inciso) o en
su caso -y pese a dicha enervación de la .acción, según la interpreta~ión
del precepto efectuada en la demanda de amparo por el Abogado del
Est,ado. no compartida por los órganos judiciales a quo-, la elevación de
la renta (segundo inciso). M~ntiene también el A.bogado del Estado en
la ,d~manda de ampa~<? Que h8:Y uJ.la tercera hipótesis de prosecución del
JUICIO tras la enervaclOn de la aCCión, no contemplada expresamente en
el arto 147.1 L.A.U., pero Que habría que entender implícita en aras de
una intetyretación del mismo conforme al arto 24.1 C.E., y es el
J'lanleamlento por la parte demandada de excepciones procesales de
orden publico, como lo serían las formuladas por el INEM en este caso
re~pecto a la competencia del Juzgado o a la idoneidad del procedi­
miento.

3.. Pues bien, d.e~de una perspectiva constitucional. que es la que
exclUSivamente aQuI lnteresa, no puede aceptarse el planteamiento del
actor e1." lo que respecta a esta tercera hipótesis de prosecución deJjuicio;
Es deCir, es posible Que un órgano judicial interpretase el arto 147.1
LA.U. en el sentido propuesto por la entidad n:cUIYente, por mucho que
no parezca la más acorde con la naturaleza del procedimiento sumario
de desahucio, exclusivamente encaminado a discutir la eventual falta de
pago ~el arrendamiento. pero lo Que en modo alguno puede aceptarse es
que dicha interpretación del arto 147.1 L.A.U. sea la única posible a la
luz de las exigencias del arto 24.1 C.E.

En efecto, a este respecto no puede olvidatse Que, tal como este
Tribunal ha declarado (STC 60(1983), el legislador puede emplear con
distintas finalidades el juego entre juicios plenarios 'Y sumarios. Está, por
consiguiente, fuera de toda duda, la legitimidad constitucional de los
procedimientos sumarios, con una finalidad restringida que el legislador
considera .digna de protección privilegiada,: procedimientos que no
producen mdefensión porque las cuestiones excluidas de ellos pueden
plantearse. en el declarativo ordinario Que corresponda. 'Dicha legitimi­
dadgenénca es peñeetarnente predicable del procedimiento especial y
sumario de desahucio, cuyo objetivo es exclUSivamente decidir sobre el
cumplimiento por el arrendatario de su obligación de pago de rentas.
Ausente este objeto por enervación de la acción, el legislador sólo ha
a~m.itido determinadas excepciones tasadas de continuación del proce­
dImiento. ,las del arto 147.1 L.A.U., y en modo alguno es constitucional­
mente obhgado suponer Que sea preciso entender incluidos en el mismo
otros supuestos. Ahora bien. no es la función de este T~bunal interpre-

!ar dicho .precepto, sino que. tan sólo le corresponde excluir que la
mterpretaclón propuesta por la entidad recurrente resulteoblil8da por
imperativo ~~l arto 24.1 C.E. Lo~.TribunalesordÜlarios podrán legítima­
mente admltlTla,' pero podrían lIualmente optar, como en el caso de
,,:utos, por el entendimiento sumario estricto al que responde el tenor
hteral del arto 147.1 L.AV. Y, por consiguiente, no vulnera el arto 24.1
C.E. la denegación de la prosecución del procedimiento en su­
puestos distintos a los expresamente contemplados en ambos incisos del
arto 147.1 LAU. .

4. Excluido, por tanto. Que el Juez estuviese constitucionalmente
obligado a admitir la prosecución del procedimiento por cuestiones
procesales no contempladas en el art.147.1 L.AV. y Que fueron
ex.presamente planteadas por la demandada, queda por ver si ésta
pretendió acogerse a alguna de las comprendidas en el mencionado
precepto. como se sostiene en la demanda de amparo bajo el argumento
de Que estaban implícitamente contenidas en su opoSición al desisti·
miento y'consiguiente solicitud de prosecucióndeJ juicio hasta el final.
~~e~ bie~, ni en el escrito de consignación de las rentas, ni en el 'aeta del
JUlCi<? m ~n los e~tensos ~~s de reposición y apelación contra la
pr~vldencla Que dio por deSistido al actor y por concluso rl procedi­
miento, se hace ,referéncia --'&Una, a la ahora alegada pretensión, de
prosecución del procedimiet;lto por las costas, ello con independencia de
9ue el Juzgado entendiera, al rechazar la reposición de la providencia
Impugnada, que no se habían producido tales costas.

En cuanto ala prosecución del juicio para discutir la elevación, a su
juic,io. i.legítima, de las rentas, hay g~e se~r dos cosas. Una, que tal
poSIbilIdad fue rechazada en resolUCión motlvada en ambas instancias
remitiendo al actor a la vía declarativa ordinaria. Y otra que, ademá~
debe excluirse Que el INEM solicitase la continuación del proceso con
esta finalidad. En efecto, pese a Que así pudiera entenderse a tenor de las
manifestaciones del AOOgado del Estado reflejadas en el acta de la vista
en Que se produjo el desistimiento,- en el recurso ,de apelación puede
leerse lo siguiente en el punto tercero 1: «En absoluto pretendemos Que
en el juicio de desahucio por falta de pago se discuta la legitimidad de
la revIsi<,?n .d~ renta. Justamente pretendemos .I~ contrario, porque.en tal
clase de JUICIO no se puede acumular una acclon pu", de desahuClO por
falta de pago con otra sobre la legitimidad de la elevación. Véanse las
alegaciones sexta y décima de nuestro ~uTSO de -reposición.~Ante tal
afirm~dón . huelga ,añadir nada, ~lvo que "es :imposible aceptar las
alegaciones del recurrente en su demanda de amparo de que los órganos
judiciales debíanhabei entendido que la demandada había reclamado la
prosecución del juicio tanto por las costas como por la elevación de las
~ntas, según se interpretase Que el sUpuesto encajaba en uno u otro
mdlO del arto 147.1 LAV. Es meridiano., por el contrario, que la
pretensión del INEM era Que el juicio prosiguiese con 18 exclusiva
finalidad de Que el ,J~o declárase su propia incompetencia y Ul
in.ad~uación del procedimiento.como cuestiones procesales de orden
publIco. Lo cual pone de manifiesto ]0 infundado de la queja por
denegación de tut~la formulada en el presente proceso constltucional:
por un lado la entidad demandada no se abstuvo de enervar la acción,
al objeto de permitir que el procedimiento siguiera su curso; por otro,
no sólo no reclamó la prosecución del juicio por los motivos Que el ano
147.1 L.A.U. prevé, sino Que lo hizo con la pretensión de que el Juzgado
declarase su incompetencia y la inadecuación del procedimiento esto es,
con I~ pretensión .de obtener' una resolución sobre, exce~io~es Que,
ademas de no estar expresamente contempladas en el refendo precepto
impedirían entrar en e1,fondo dellitieio (la elevación in,consentlda.de la~
rentas que el sol~citante de amparo estimaba ilegítima). En definitiva, ni
mantuvo el Instituto recurrente una posición procesal coherente ni tiene
sentido, desde una perspectiva constiticional, .aducir denegación de
tutela' porque se ,le -renuta a otro procedimiento, cuando lo que' él
pretendía, en definitiva, era precisaIl)en'te Que se' ventilase la legitimidad
de la elevación de las rentas en un procedimiento distinto al incoado por
el actor. Pudo obtener una 'TeSOlución -sobre tal cuestión en el,procedi­
miento de desahucio. de no haber enervado' la_ acción, 10 que hubiera
evitado asimismo el desistimiento .Que efectuó el demandante. Pero, de
no Querer que su pretensión se resolviese en dicho. procedimiento, se
veía inevitablemente abocado a impugnar dicha elevación en el declara~
tivo ordinario que correspondiese, $io Que la carga que supone el invertir
su posición procesal sea constitucionalmente objetable, ya que en tal
caso sería el arrendatario Quien tratase de obtener el reconocimiento, en
un procedimiento plenario, de lo que entiende, es. su, derecho como
inquilino a una elevación pactada de las rentas.

De todo lo anterior se deduce -Que es rechazable la alegación de que
el Juzgado de Distrito, ante la solicitud de prosecución del juicio
fonnulada por el lNEM, hubiera debido denegar el desistimiento, del .
actor obligado por la interpretación del arto J47.1 LA.U. ya expuesta.
!a1 3:ceptación del d~istiPI:iento no supuso, por tant.o, denegarl~
IOdebldamente la tutela JudiCial a que tenía derecho como demandado.

5. Tampoco puede aceptarse el segundo de los ai'¡umontos en que
el INE~ fundamenta su queja. En efecto, no pueden compartine las
a~rmaclones de.l8; e~tidad recurrente sobre las implicaciones constitu- .
clOnales del desiStimiento, que en su opinióm~habrian sido desconoci·
das. ~r ,los órganos judiciales que aceptaron, pese a su oposición, el
deslstImtento fonnulado por el demandante. .. ,
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En efecto. como seftala el Ministerio Fiscal. el desistimiento es una
forma legítima de finalización de los procesos, que responde al principio
dispositivo que rige nuestro- ordenamiento civil. El desistimiento supone
la extinción del proceso por voluntad del actor, y si bien su· aceptación
debe hacerse en términos Que no ocasionen al demandado indefensión
o- perjuicios irrazonables. carece de fundamento la interpretación de la
entidad recurrente de que el desistimiento es, por imperativo eonstitu·
donal. un acto bilateral. de tal forma que no puede aceptarlo el órgano
judicial si el demandado se opon"c.

Tal bilateralidad no viene contemplada en la ley, sumamente parca,
por lo demás. en sus previsiones sobre desistimiento. Como también
señala el Ministerio público. tal parquedad legislativa ha ocasionado que
seari los órpnos judiciales quienes en cada supuesto han decidido de
forma casulsta en uno y otro sentido sobre la necesidad del acuerdo de
la parte demandada para la aceptación del desistimiento, sin Que por ello
se incurra en vulneración de derechos fundamentales. Se trata, en efecto,
de una cuestión de legalidad ordinaria relacionada con la interpretación
~. aplicación de la incompleta regulación del desistimiento en nuestro
ordenamiento procesal, interpretación que corresponde al Juez ordina­
rio efectuar, sin que pueda revisarla este Tribunal. Ciertamente Que los
Tribunales ordinarios, al resolver en cada caso sobre la pertinencia o no
del desistimiento, habrán de velar- porque no se cause indefensión o
lesión alguna de índole constitucional a la parte demandada. pero
semejante obli¡acjón se deberá a las exigencias generales del arto 24 C.E.,
no a que éste requiera que el desistimiento sea necesariamente
bilateral. bilateralidad que derivarla, en su caso, de las circunstancias
concretas del supuesto de hecho.

Asi. en el supuesto de autos, es claro que no ha habido indefensión
en relación con la pretensión de desistimiento del actor o con sus
consecuencias. El desistimiento se formuló en el acto de la vista y la
parte demandada pudo allí oponerse y así lo hizo, sin perjuicio de Que
luego además formuló recursos de reposición y apelación contra la
providencia Que lo aceptó, oposición que fue rechazada mediante
resoluciones ampliamente motivadas en dos instancias. Y tampoco
Supuso la aceptación del desistimiento. en el caso concreto de autos,
denegación de tutela, pues se ha visto ya que quedaba abierta a la parte
demandada la vía declarativa ordinaria para resolver sus pretensiones,
ajenas al restringido objeto del procedimiento sumario de desahucio.

No resulta de aplicación, por consiguiente. lo afirmado en la STC
30/1984. citada por el solicitante de amparo, en el sentido de que el juez
de la acción lo es también de la excepción. En primer lugar; en aquel
supuesto se trataba de un juicio declarativo ordinario, en el que el juez
se declaró competente para concocer de la acción, pero no de la
excepción. Y espresamente se decía entonces que había Que ((subrayar
Que se trataba de un juicio declarativo y no de un /'uido ejecutivo. La

, diferencia es esencial, pues en el juiCio declarativo e demandado puede
oponer a la acción todas .las defensas que estime pertinentes (... ).
mientras Que en el juicio ejecutivo las excepciones están rigurosamente
tasadas~~. Pues bien, es eVidente que el procedimiento de desahucio, si
bien es un declarativo, es 'un declarativo especial, sumario y privile~

giado. destinado exclusivamente al conodmiento de la controversia
sobre si el arrendatario ha pagado o no las rentas,' con limitación-8
ambas partes, incluso, de medios probatorios. En tal contexto, es claro
Que no puede aducirse que sea constitucionalmente obligado para el Juez
el conocimiento de cualesquiera excePciones ,planteadas· por la parte
demandada, pese a no estar contempladas por la Ley. En segundo lugar.
el mentado precedente es tanto más inaplicable cuanto que en el
presente supuesto no hubo resolución sobre el fondo, debido precisa­
mente a la enervación de la acción por parte de la demandada y al
subsiguiente desistimiento del actor.

A la vista de todo lo anterior, resulta claro que es. en cambio,
aplicable la doctrina expuesta en la antes citada STC 60/1983,supuesto
en el Que se contemplaba, precisamente, un caso de desahucio por falta
de pago. Así, en dicha Sentencia se .dijo, en relación con la limitación
en el mismo de medios probatorios, Que dentro del legítimo juego del
legislador entre los procedimientos plenarios y sumarios, se puede «en
casos determinados rechazar un concreto medio de prueba, y en tales
hipótesis (... ) no se incurre en indefensión, siempre que la parte a la cual
se limi tan sus armas puede acudir al juicio declarativo plenario o pueda
utilizar en favor de. su pretensión otros instn.-mentos Que el ordena­
miento en su totalidad le brinde». Es manifiesto Que en el presente caso,
en el Que lo que .motiva la queja de la entidad recurrente no es tanto la
limitación de medios probatonos cuanto que no se haya dado respuesta ,
a determinadas excepciones procesales,· es sin embargo plenamente -~.

aplicable el criterio expuesto, por cuanto la finalidad pretendida en
último término por la entidad demandada -que se declare en otro tipo
de procedimiento la ilegitimidad del incremento inconsentido de la "
renta·, puede obtenerlo en el procedimiento declarativo que ella 'misma
considere pertinente. Y no puede objetarse que ello signifique pechar
con una indebida carga procesal, pues seria consecuencia, como ya se ha
señalado, de que es dicha parte quien en tal caso pretendería de los
Tribunales un reconocimiento de lo que estima su derecho. ;..

fALLO
En atención a. todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo formulado por el Abopdo del
Estado en representación del Instituto Nacional de Empleo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de noviembre de mil novecientos
noventa.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel
Rodríguez-Pidero y. Bravo--Férrer.-José Luis de los Mozós y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Firmados y
rubricados. .

'.

591 AntecedentesI.
'o·'
, '

l. La Procuradora de los Tribunales doña Maria del Pitar Calvo
Diaz, en nombre y representación de «Hosteleria Ialesias, Sociedad
Anónima», presentó el 10 dejunio de 1988 demanda de amparo contra
Auto de la Magistratura de Trabajo núm. 7 de Madrid, de 29 de abril
de 1988. ..

En la demanda se 'alegan, sustancialmente, los siguientes hechos:

Don Félix Cáceres Criado fonnuló papeleta de conciliación y
posteriormente demanda por despido improcedente contra la Empresa :r.
solici.tante de amparo, que tiene su domicilio social e:n la calle Panamá, y .
'ttÚmero 3, donde también radica su centro de trabajo, consistente en un (.;
establecimiento debosteleria que gira con el nombre de «Asador-Café». :.\

El Instituto de Mediación, Arbitrllie y Conciliación emD1az6 a la '.f
Empresa~ el acto de·. conciliación· mediante carta certilic:ada con ..,~,
acuse de recibo, dirisida a la expresada dirección, siendo devuelta la,,"
notificación con una nota del funcionario de Correos, en la que aparece ";,.~
la frase «ausente de Panama, 3». ...

Del mismo modo, la Magistratura de Trabajo envió el. emplaza·
miento para el acto del juicio, mediante carta certificada con acuse de .
recio, que fue devuelta también por el cartero, quien escñbi6 en~.::
principio «desconocido», tachándolo pa~ en su lugar, hacer constar «Se ' 'f
ausentó sin señas».·. - .~~..

La Magistratura, ante eUo, acordó suspender el juicio y citar ;;.;
nuevamente por edictos para el día 10 de marzo de 1987, en el que se '~'.
celebro sin la comparecencia de la demandada, dietáhdose Sentencia ('.
estimatoria de la demanda, Que fue notificada tambi~n poredietos,:~.,
haciéndose constar que la demandada se encontraba en ignorado"'-:
paradero. ' ~/:.

"

Sala Segunda. SentenCia 188/1990. de 26 de noviembre.
Recurso de amparo 1.07211988. contra Autos de la
Magistratura de Trabajo núm. 7 de Madrid, que inadmiten
demanda solicitando nulidad, de actuaciones en procedi·
miento ~obre despido. Extemporaneidad del plazo de
amparo debida a dilación indebida del plazo señalado en el
articulo 44.2 de la LOTe por interposición de recurso
notoriamente improcedente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, -compuesta por don
Francisco Rubio Uorente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodriguez-Piftero y Bravo--Ferrer, don Jose Luis de, los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro· Rodriguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Ma¡istrados, ha pronunciado,

SENTENCIA

En el recuna de amparo núm. 1.072/1988, interpuesto por la
ProCuradora de los Tribunales doña Maria Pilar Calvo Diaz, en nombre

'Y representación de «HosteJerfa IJlesi8s, Sociedad Anónima», contra
Autos de la M.stratura de Trabajo núm. 7 de Madrid, que inadmiten
demanda en solIcitud de nulidad de letuaciones, en procedimiento sobre
despido, asistida por el Letrado don Rodolfo GiJmartín Molino. Ha
comparecido el Procurador don José Manuel Vil1asante Oarcia, en
nombre de don Félix Cáceres Criado, así como el Ministerio Fiscal,
siendo Ponénte el excelentísimo' señor don Eugenio· Diaz Eimil, Quien
expresa el parecer de la" Sala.

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY


